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por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, artículo 189 

Doctor
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Senado de la República
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Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de Acto Legislativo número 03 de 2010 Senado, por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, artículo 189.

Con el fin de dar cumplimiento a las disposiciones de la Ley 5ª de 1992, en mi condición de ponente del Proyecto de Acto Legislativo de la referencia, procedo a rendir el informe correspondiente de la siguiente manera:

Origen del proyecto

El Proyecto de Acto Legislativo número 03 de 2010 Senado, por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I Del Presidente de la República, artículo 189, fue presentado por los honorables congresistas: Aurelio Iragorri Hormaza, Felipe Fabián Orozco, Milton Rodríguez, José Name, Hernán Andrade, Guillermo García Realpe, Eduardo Henríquez Maya y otros, el 28 de julio de 2010 y fue aprobado en primer debate por la Comisión Primera del Senado en la sesión del 28 de septiembre del año en curso.

Objeto

El Proyecto de Acto Legislativo analizado modifica el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, referente a las funciones del Presidente de la República, con el propósito de encausar el ejercicio de la potestad reglamentaria del gobierno, centrando su alcance en el respeto y acatamiento al contenido material de la ley, otorgando en consecuencia la posibilidad a las Comisiones Permanentes Constitucionales que encargan la labor reglamentaria en manos del Ejecutivo, de revisar y realizar observaciones a los textos jurídicos, antes de su expedición. 

Consideraciones sobre la iniciativa

El numeral 11 del artículo 189, faculta al Presidente de la República a expedir actos administrativos orientados a reglamentar las disposiciones legales expedidas por el Congreso de la República. Lo anterior evidencia el debate respecto a la pluralidad de funciones ejercidas por los servidores públicos, enmarcándose en el principio de la competencia o teoría organicista, donde las diferentes Ramas del Poder Público ejercen diversas funciones, evitando la concentración del poder en un solo órgano, así como la monopolización de las funciones en una exclusiva Rama. Por tal motivo es que el Congreso y entidades judiciales desarrollan funciones administrativas, así como el Ejecutivo impone sanciones y desarrolla reglamentaciones, que al reconocer derechos o crear obligaciones, producen efectos jurídicos.

No obstante, dicha pote stad legislativa ejercida por el Ejecutivo debe regirse por los fundamentos, principios y normas que rodean el ejercicio del derecho y que caracterizan el marco constitucional del Estado Social de Derecho colombiano. Así mismo, el doctor Jorge Enrique Ibáñez (2003) determina en su artículo denominado ¿Alcance y límites de las potestades reguladora y reglamentaria: La división de competencias existente entre la ley y el acto administrativo normativo, sea regulador o reglamentario¿ que la reglamentación expedida en virtud del artículo 189 constitucional, no puede ir más allá de la materia para la que fue facultada, infiriendo que el marco normativo posterior es complementario a la ley original y no un instrumento jurídico novedoso.

A su turno, la Corte Constitucional se pronunció respecto al cumplimiento del artículo 189 numeral 11, mediante Sentencia C-205 de 2005: La jurisprudencia constitucional ha determinado las implicaciones de la desconcentración y la delegación respecto a las funciones que el artículo 189 de la Carta adscribe al Presidente de la República, campo de usual aplicación de los citados mecanismos. Esta doctrina parte de establecer que las funciones constitucionales del Presidente son ejercidas bajo una de las siguientes tres condiciones: (i) Como Jefe de Estado, competencia relacionada con las funciones que denotan de manera clara la voluntad de la Nación de conformar una unidad política propia, tales como las referidas a las relaciones internacionales; (ii) Como Jefe de Gobierno, relacionada con el ejercicio de las facultades que están dirigidas a la fijación de políticas, de derroteros para la conducción del país; y (iii) Como Suprema Autoridad Administrativa, condición que tiene que ver con el ejercicio de aquellas labores tendientes a mantener el funcionamiento normal de la Administración Pública.

De otra parte, acerca de la competencia para dictar reglamentaciones, es necesario referirse a la Sentencia C-447 de 1996, proferida por el doctor Carlos Gaviria Díaz, en la cual queda explícito que no solamente el Presidente de la República, como representante del Gobierno Nacional, se encuentra facultado para proferir reglamentos, puesto que cualquier autoridad administrativa revestida de facultades para dictarlo, se encuentra en la capacidad de promulgar acto administrativo en ese sentido, llámese Decreto, Resolución, Circular, Manual, Política, Instrucción, Orden, entre otras denominaciones. Ejemplo de lo anterior ocurre, de acuerdo con Ibáñez (2003), con el artículo 151 constitucional para el Congreso de la República, el artículo 257 para el Consejo de la Judicatura, la Corte Constitucional (artículo 235), la Corte Suprema de Justicia (artículo 237), el Consejo de Estado (artículo 241), el Consejo Nacional Electoral (artículo 264) y las Asambleas Departamentales y Concejos (artículos 300 y 313).

De igual manera, la Corte Constitucional se refirió a los límites de la facultad mencionada en Sentencia C-512 del 09 de octubre de 1997: ¿Esta competencia la ejerce el Presidente de la República por derecho propio y con carácter permanente. Es decir, no requiere, para su ejercicio, autorización de ninguna clase por parte del legislador. No obstante, si el legislador hace referencia a esta facultad, tal mención no hace inconstitucional la norma, pues se debe entender solo como el reconocimiento de la competencia constitucional del Ejecutivo. Sin embargo, dicha facultad reglamentaria no es absoluta pues ella se ejerce en la medida en que exista la ley. Ley que se convierte en su límite. Es por ello que cuando el Ejecutivo reglamenta la ley no puede ir más allá de lo que ella prevé, ni de las pautas generales que señala. (...) Es bajo este entendimiento, que la facultad reglamentaria del Ejecutivo puede ser en algunos casos constitucional o inconstitucional. Pues si el legislador, al expedir la ley, se limita a enunciar el asunto a tratar, pero delega en el Presidente todos los te mas inherentes a la propia labor legislativa, resulta innegable que estaría trasladando el legislativo su propia facultad constitucional. Al contrario, si la ley establece los parámetros generales, la reglamentación que el Ejecutivo expida es simplemente el resultado de las atribuciones constitucionales propias para desarrollarla.

Entre tanto, continuando con este tribunal, la Corte Constitucional indica en Sentencia C-302 de 1999 lo siguiente: ¿Como reiteradamente se ha afirmado, la potestad reglamentaria es una facultad constitucional propia del Presidente de la República (artículo 189-11 C. P.) que lo autoriza para expedir normas de carácter general destinadas a la correcta ejecución y cumplimiento de la ley. Potestad que se ve restringida, en la medida en que el Congreso utilice en mayor o menor grado sus poderes jurídicos¿, pues el legislador puede llegar a ser muy minucioso en su regulación y, por consiguiente, la tarea de la autoridad encargada de reglamentar la ley se minimiza. O puede suceder lo contrario: que aquel decida no ser tan prolijo en la reglamentación, dejando al Ejecutivo el detalle. 

La facultad con que cuenta el Presidente de la República de reglamentar la ley está sujeta a ciertos límites, que no son otros que la Constitución y la ley misma, ya que no puede en este último evento ampliar, restringir o modificar su contenido. Es decir, que las normas reglamentarias deben estar subordinadas a la ley respectiva y tener como finalidad exclusiva la cabal ejecución de ella. No se olvide que cualquier exceso en el uso de la potestad reglamentaria por parte del Ejecutivo se traduce en inconstitucionalidad por extralimitación del ámbito material del reglamento. (...) Esta facultad (reglamentaria) no es absoluta pues encuentra su límite y radio de acción en la Constitución y en la ley, es por ello que no puede alterar o modificar el contenido y el es píritu de la ley, ni puede dirigirse a reglamentar leyes que no ejecuta la Administración, así como tampoco puede reglamentar materias cuyo contenido está reservado al legislador. Por lo tanto, si un reglamento rebosa su campo de aplicación y desconoce sus presupuestos de existencia, deberá ser declarado inconstitucional por la autoridad competente (Consejo de Estado, de acuerdo con el artículo 237-2 de la Constitución).

El Consejo de Estado ha manifestado respecto a la facultad de reglamentación otorgada al Presidente de la República lo siguiente: el poder reglamentario que la Constitución Nacional concede al Presidente de la República no es ilimitado, por cuanto está sujeto al contenido de la ley que pretende reglamentar, sin ampliar ni tampoco restringirla, respetando de esa manera la competencia que le es propia al legislador, pues lo que se debe es desarrollar lo establecido en el texto de la norma que va a reglamentarse para que ella tenga así su cumplida ejecución, facilitando su inteligencia y haciendo operante la disposición de carácter superior que es objeto de esa potestad del ejecutivo. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 15 de diciembre de 1979, M. P. Álvaro Orjuela Gómez).

Con el fin de analizar la iniciativa legislativa, deducimos que el campo de aplicación de la presente modificación se limita a las reglamentaciones que expida el Gobierno Nacional. De allí que la propuesta exponga dudas respecto a lo que sucederá con las reglamentaciones generadas por entidades diferentes a esta, las cuales no se encuentran amparadas por la reforma.

Anotando lo anterior, se reconoce el esfuerzo adelantado por los honorables Senadores al fortalecer los mecanismos de control respecto a las facultades constitucionales otorgadas al Ejecutivo Nacional para la expedición de reglamentaciones, toda vez que la socialización de dichas normas permitirá que los atributos del Congreso puedan enriquecer los contenidos legislativos, en virtud a la importancia de la Rama Legislativa en el contexto político y social colombiano.

Con la aprobación de la presente iniciativa, el sistema jurídico del país se ve favorecido, ya que las reglamentaciones referidas se destacarán por su coherencia en su desarrollo y por la evidente aplicación del sentido dado por la intención del legislador en el momento de desarrollar la normatividad.

No obstante, se considera que el aporte otorgado en estos casos por parte del Congreso al Ejecutivo, debe cumplir un rol asesor, presentando observaciones pertinentes y relevantes y advirtiendo cualquier tipo de errores, inconsistencias o inconveniencias respecto de la aplicación práctica de la reglamentación estudiada. En otras palabras, la refrendación o negación de los actos administrativos expedidos por parte del Ejecutivo en desarrollo de sus facultades, afecta el principio de la competencia, descrito por el profesor Requena López, citado por el doctor Gustavo Penagos (2008) en su obra el Acto Administrativo, con desarrollo constitucional en el artículo 113. En consecuencia, se considera indispensable sustraer del presente proyecto dichos términos, que pueden atentar contra el despliegue ejecutor de las autoridades públicas.

Por lo tanto, se propone que las comisiones respectivas presenten observaciones a los proyectos de reglamentaciones, para que a su vez el Gobierno Nacional incorpore dichas apreciaciones a los textos antes de su expedición, cumpliendo con el objetivo primordial de la reforma constitucional, encaminada a obligar al Ejecutivo a socializar los actos administrativos que reglamentarán determinada materia o cuestión.

Con el fin de brindar mayor celeridad al proceso de revisión adelantado por el legislativo, se ordena que dicho trámite no transcurra en más de treinta (30) días, con lo que se logrará mayor diligencia en el estudio de dichos actos administrativos, facilitando la labor del Ejecutivo.

Se establece de igual manera que en caso que el Congreso esté en receso legislativo el gobierno está facultado para citar al Congreso con el fin de que las comisiones constitucionales competentes se reúnan para conocer y evaluar el decreto, de tal modo que no haya entorpecimiento de la actividad Legislativa y Ejecutiva.

La aprobación de esta iniciativa por parte de la plenaria del Senad o de la República es indispensable en virtud de que el Congreso Nacional en calidad de organismo por excelencia de representación democrática de los ciudadanos colombianos, debe conocer y tener la posibilidad de revisar y hacer recomendaciones a la reglamentación de normas aprobadas por el Congreso, con el fin de optimizar su contenido, acercar su aplicación a la realidad social del país y por ende otorgar mayor grado de legitimidad, sin quebrantar el principio organicista que caracteriza el ordenamiento institucional colombiano.

Proposición

Con fundamento en las anteriores consideraciones, solicito a la plenaria del Senado dar segundo debate y aprobar el Proyecto de Acto Legislativo número 03 de 2010 Senado, por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I Del Presidente de la República, artículo 189, junto con el pliego de modificaciones propuesto.

Atentamente,

CONSULTAR FIRMA EN ORIGINAL IMPRESO O EN FORMATO PDF

PLIEGO DE MODIFICACIONES PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 03 DE 2010 SENADO

por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, artículo 189.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Codifícase la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, Artículo 189, numeral 11, el cual quedará así:

Artículo 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y suprema autoridad administrativa: 

11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes de contenido administrativo, necesarios para la cumplida ejecución de las leyes, cuya aplicación le corresponde al Gobierno Nacional. Antes de ser expedidas, dichas reglamentaciones serán revisadas en un término máximo de treinta (30) días por las Comisiones Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara que hubieren conocido del proyecto de ley, las cuales podrán presentar observaciones que serán incorporadas de manera previa a su promulgación. 

En caso de coincidir el plazo antes mencionado con el receso legislativo, el Gobierno Nacional citará al Congreso a sesiones extraordinarias para que las Comisiones Constitucionales se reúnan con el fin de revisar los respectivos decretos y hacer las recomendaciones que considere pertinentes. 

Artículo 2º. Vigencia. El presente Acto Legislativo rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,
CONSULTAR FIRMA EN ORIGINAL IMPRESO O EN FORMATO PDF

Se autoriza la publicación del presente informe.

El Presidente,

Eduardo Enríquez Maya (sin firma).

El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.
TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN PRIMERA DEL HONORABLE SENADO  DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 03 DE 2010 SENADO

por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, artículo 189.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifícase la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, artículo 189, numeral 11, el cual quedará así:

¿Artículo 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y suprema autoridad administrativa¿.

(¿)

11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes de contenido administrativo, necesarios para la cumplida ejecución de las leyes, cuya aplicación le corresponde al gobierno nacional. Antes de ser expedidas, dichas reglamentaciones serán revisadas en un término máximo de treinta (30) días por las Comisiones Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara que hubieren conocido del proyecto de ley, las cuales podrán presentar observaciones que serán incorporadas de manera previa a su promulgación. De coincidir con receso legislativo, el Gobierno podrá convocar a sesiones extraordinarias a la respectiva Comisión.

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado el Proyecto de Acto Legislativo número 03 de 2010 Senado, por el cual se modifica la Constitución Política de Colombia, Título VII de la Rama Ejecutiva, Capítulo I del Presidente de la República, artículo 189¿, según consta en la sesión del día 28 de septiembre de 2010 - Acta número 14.

Ponente:

Carlos Enrique Soto Jaramillo (sin firma).

Honorable Senador de la República.

El Presidente,

Eduardo Enríquez Maya (sin firma).

El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.

